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 Expediente: 07-000069-0161-CA. 
Proceso Especial Tributario. 
Actor: Villa Bonita  S.A. 
Demandado: El Estado 
No. 29-2009-SVII. 
TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y CIVIL DE HACIENDA, SECCIÓN SÉPTIMA, Segundo Circuito Judicial de San José, a las catorce horas cuarenta minutos del veintisiete de febrero de dos mil nueve. 

Proceso Especial Tributario interpuesto por EMPRESA VILLA BONITA S.A. , cédula de persona jurídica número 3-101-13609, representada por su Apoderado Generalísimo sin límite de suma, Vinicio Herrera Alvarado, mayor, soltero, empresario, vecino de Alajuela y portador de la cédula de identidad  2-351-162, contra el ESTADO , representado por el Procurador Administrativo, Iván Vincenti Rojas.-

RESULTANDO 
1- Con fundamento en los hechos expuestos y citas legales invocadas, este proceso especial tributario, cuya cuantía fue fijada en nueve millones seiscientos cuarenta y cuatro mil cuatrocientos noventa y seis colones (folio 113 del expediente judicial), tiene por objeto que en sentencia se declare: “1- Con lugar la presente demanda en todos sus extremos. 2- Se declare la nulidad absoluta e improcedencia del ajuste practicado según traslado de cargos y observaciones número 210100003293 de fecha 01 de noviembre del 2004. 3- Se declare la nulidad de la resolución determinativa dictada por la Administración Tributaria número DT-02R-335-05. 4- Se declare la nulidad de la resolución de las 12:30 horas del 12 de diciembre del año 2006 número TFA561-2006 del Tribunal Fiscal Administrativo. 5- Que se ordene la devolución con sus correspondientes intereses de aquellas sumas que la actora se vio forzada a cancelar como consecuencia de las resoluciones aquí impugnadas. 6- Que se condene al Estado al pago de ambas costas”. 

2- El Estado contestó negativamente la demanda y opuso la excepción de Falta de Derecho. 

3- En los procedimientos se han observado las prescripciones de rigor y no se notan causales de nulidad capaces de invalidar lo actuado. Esta sentencia se dicta previo las deliberaciones de ley. 

Redacta el Juez Leiva Poveda; y, 

CONSIDERANDO 
A partir de lo anterior es criterio de este Tribunal: Que lleva razón la representación estatal por cuanto revisada que fuera la resolución DT02R-335-05 de las 10 horas del 14 de noviembre de 2005, es claro que en lo que al elemento motivación refiere, no se configura una violación al debido procedimiento, pues estima esta Sección que a partir de los razonamientos contenidos en dicho acto administrativo, sí resulta posible extraer las referencias suficientes que permiten establecer los montos exigibles por tributos, según lo establece el inciso f) del artículo 147 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, Ley N°4755. Como adecuadamente apunta la representación estatal, la resolución administrativa atacada expresamente hace referencia a una serie de parámetros utilizados por la Administración Tributaria de Alajuela tendentes a justificar la determinación impositiva impuesta a la sociedad actora. En este punto es menester indicar que pese a que, si bien lleva razón la parte actora en cuanto a que en la conducta administrativa bajo análisis no se especifican aspectos como el de la tasa de interés o los montos de los préstamos y sus días de vigencia, tales aspectos están amplia y expresamente desarrollados en las Hojas de Trabajo mismas que son parte del expediente administrativo. A mayor abundamiento se debe precisar que en el último párrafo del traslado de cargos y observaciones (visible a folio 4) del expediente administrativo (debidamente notificado a la accionante), se indicó “En esta misma administración puede consultar el expediente administrativo en que se sustenta el presente traslado de cargos. Por su parte, en el reclamo presentado contra el traslado de cargos y observaciones por la sociedad actora se indica “Todos los documentos que sirven para fundamentar el presente reclamo, están incluidos en el propio expediente administrativo” (folio 15 del expediente administrativo). Todo lo anterior, permite concluir a este Tribunal que lleva razón la representación estatal en cuanto a que en sede administrativa hubo quebrantos al debido proceso, pues a partir de manifestaciones hechas por la propia parte demandante, es claro que ésta sí tuvo acceso al expediente de hojas de trabajo en el que se encuentra el detalle de las operaciones aritméticas supra indicadas. No obstante lo anterior, este Tribunal entiende necesario indicar que, a fin de potenciar los Principios de Transparencia, Celeridad y Simplicidad sobre los que descansa el Procedimiento Administrativo, y así fortalecer el Estado de Derecho costarricense, es recomendable que las Administraciones Tributarias incluyan los factores apuntados directamente en las resoluciones administrativas, pues pese a que la técnica de la remisión es jurídicamente viable (doctrina del inciso 2) del artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública), es lo cierto que el Derecho Procesal Administrativo moderno evoluciona cada vez más, hacia la concentración de la información en manifestaciones concretas de conducta administrativa, a fin de facilitar el acceso a la información tanto a los administrados como a otros órganos de la administración tributaria o incluso a otros entes públicos. En virtud de todo lo expuesto y a la luz de la doctrina del canon 223 de la Ley General de la Administración Pública, ordinal que preceptúa que sólo causa nulidad de lo actuado en el procedimiento administrativo, la omisión de formalidades sustanciales del procedimiento, a saber, aquellas cuya realización correcta hubiera impedido o cambiado la decisión final en aspectos importantes o cuya omisión causare indefensión,  situación que según se expresó antes no se configura en el presente caso, debe acogerse la excepción de Falta de Derecho respecto de este extremo de la acción. 

IV.-

De la presunta violación al debido proceso por la motivación incompleta en la resolución que rechazó el recurso de revocatoria.- 

En lo que a este respecto de la demanda corresponde la parte actora argumentó en su escrito de demanda que: “ Igualmente, es oportuno señalar que no obstante que mi representada con detalle esgrime argumentos legales atendibles en su recurso de revocatoria, la Administración Tributaria, con violación de la Ley General de la Administración Pública que le impone la obligación de motivar sus resoluciones, omite pronunciarse sobre las consideraciones de mi representada.  En refuerzo de esta deficiencia del traslado de cargos y de la resolución administrativa, se citó reiterada jurisprudencia del propio Tribunal Fiscal Administrativo en un caso en el que los hechos eran iguales a los que se dan en el presente caso. Es evidente que existe en este caso una violación al debido proceso que trajo indefensión a mi representada, por ese solo hecho debe anularse tanto el traslado de cargos como la resolución determinativa”.   En atención a los argumentos recién citados, la representación del Estado contra-argumentó que: “alega la parte actora que “es oportuno señalar que no obstante que mi representada con detalle esgrime argumentos legales atendibles en su recurso de revocatoria, la Administración Tributaria, con violación de la Ley General de la Administración Pública que le impone la obligación de motivar sus resoluciones, omite pronunciarse sobre las consideraciones de mi representada” (El resaltado es nuestro). Respecto a lo anterior, negamos completamente que la resolución que resuelve el recurso de revocatoria carezca de motivación, ya que cada uno de los alegatos planteados por la parte fueron valorados. En todo caso, véase que la actora: a) No está impugnando en el presente proceso la resolución que resolvió el recurso de revocatoria, b) La actora ni siquiera se refirió a los supuestos alegatos que no le fueron atendidos, sino que se limita a denunciar un quebrantó a la Ley General de la Administración Pública, que realmente no existe, c) para que el cargo hubiera tenido algún contenido mínimo de atención, en esta sede jurisdiccional, debió acreditarse no sólo el argumento que supuestamente fue dejado de analizar, sino que, además, la forma en que tal circunstancia hubiera cambiado la forma en que se resolvió el asunto de manera definitiva. Por último, y tal y como lo advirtió el Tribunal Fiscal Administrativo en la resolución que aquí se ataca, la mención de un caso antecedente no puede ser aplicado directamente a la situación de la actora, pues contenía situaciones de hecho que los diferencian. La actora, por su parte, no ha acreditado la identidad entre ambos supuestos, razón por la cual el alegato es inatendible. A partir de lo anterior es criterio de este Tribunal: De previo a valorar los argumentos de ambas partes, esta Sección estima necesario retomar lo dicho por la Sección Segunda de este mismo Tribunal, la cual al referirse al elemento motivo de los actos administrativos de naturaleza tributaria señaló: “IV.- 

DE LA MOTIVACIÓN COMO ELEMENTO ESENCIAL DE LA ACTUACIÓN FORMAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.- El primer motivo de impugnación es la falta de fundamentación e incongruencia de la resolución administrativa impugnada. En efecto, cabe advertir que la existencia y validez de todo acto administrativo depende de la concurrencia de varios elementos esenciales, impuestos por el ordenamiento jurídico, que para una mayor comprensión, pueden clasificarse en materiales , relativos a los elementos subjetivos (competencia, legitimación e investidura ), objetivos ( fin, contenido y motivo -artículos 131, 132 y 133 de la Ley General de la Administración Pública y 49 de la Constitución Política) y formales , comprensivos de las formas en que se adopta el acto, sea, el medio de expresión o manifestación (instrumentación), la motivación o fundamentación (artículo 136 de la citada Ley General) y el procedimiento seguido para su adopción (artículos 214 y 308 de la Ley General de la Administración Pública y 39 y 41 de la Constitución). La motivación consiste "... en una declaración de cuáles son las circunstancias de hecho y de derecho que han llevado a la respectiva administración pública al dictado o emanación del acto administrativo. La motivación es la expresión formal del motivo y, normalmente, en cualquier resolución administrativa, está contenida en los denominados 'considerandos' -parte considerativa-. La motivación, al consistir en una enunciación de los hechos y del fundamento jurídico que la administración pública tuvo en cuenta para emitir su decisión o voluntad, constituye un medio de prueba de la intencionalidad de esta y una pauta indispensable para interpretar y aplicar el respectivo acto administrativo. " (JINESTA LOBO, Ernesto. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo I. (Parte General). Biblioteca Jurídica Dike. Primera edición. Medellín, Colombia. 2002. p. 388.). De manera que la motivación debe determinar la aplicación de un concepto a las circunstancias de hecho singulares de que se trate (según desarrollo de la jurisprudencia española, propiamente en la sentencia del 18 de mayo de 1991, RA 4120, aceptando considerando de la apelada, que cita las SSTS de 23 de setiembre de 1969, RA 6078, y 7 de octubre de 1970, RA 4251, citado por el autor Marcos M. Fernando Pablo, en su obra La motivación del acto administrativo. (Editorial Tecnos, S. A. Madrid. 1993, página 190); es decir, se trata de una desciño concreta, que liga los hechos con el sustento normativo; de manera que cuando hay una breve alusión a normas generales y hechos inespecíficos, se puede concluir que no hay aporte suficiente de justificación, en la medida en que de ellos no es posible deducir los elementos valorados por la autoridad gubernativa para tomar la decisión, lo cual adquiere la mayor trascendencia cuando se trata de actos limitativos o restrictivos de derechos subjetivos o en los que se impone una sanción al administrado. Por su contenido, se constituye en factor determinante del debido proceso y derecho de defensa, que tiene plena aplicación en el ámbito administrativo, según lo señaló la Sala Constitucional a partir de la sentencia 15-90, de las dieciséis horas cuarenta y cinco horas del cinco de enero de mil novecientos noventa, al enunciar los elementos mínimos de este principio constitucional "( ...) a) Notificación al interesado del carácter y fines del procedimiento; b) derecho de ser oído, y oportunidad del interesado para presentar los argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes; c) oportunidad para el administrado de preparar su alegación, lo que incluye necesariamente el acceso a la información y a los antecedentes administrativos, vinculados con la cuestión de que se trate; ch) derecho del administrado de hacerse representar y asesorar por abogados, técnicos y otras personas calificadas; d) notificación adecuada de la decisión que dicta la administración y de los motivos en que ella se funde y e) derecho del interesado de recurrir la decisión dictada ... " (El resaltado no es del original.) Es por ello que al tenor del artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública , resulta exigido para la Administración motivar los actos que imponen obligaciones; limiten, supriman o denieguen derechos subjetivos; resuelvan recursos; los que se dictan con separación del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de los órganos consultivos; los que mantienen la ejecución del que es impugnado; los generales de carácter normativo (reglamentos) y los discrecionales de carácter general. Así, si no hay motivación, se incurre en un vicio de forma que afecta gravemente el acto, viciándolo de nulidad absoluta. V.- DE LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN NÚMERO 497-2005-P DE LA SALA PRIMERA DEL TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO.- En el caso en estudio, se acusa la falta de motivación de la resolución recurrida, por cuanto se hace una transcripción literal de otra del mismo órgano decisor (Tribunal Fiscal Administrativo). Al respecto debe hacerse la observación que esta infracción está estrechamente vinculada con la otra acusada, esto es su incongruencia , en tanto dicha copia literal lo que conllevó fue a que se resolvieran gestiones no opuestas por la gestionante (incidentes de litis pendencia, de litis consorcio pasivo necesario y de nulidad), así como se hiciese referencia a fechas, probanzas, conclusiones y alegatos que no corresponden a las defensas opuestas ante ese Tribunal por la actora, y tampoco se resolviesen todos y cada uno de los cinco alegatos de inconformidad planteados contra la resolución de la Dirección General de Tributación, Administración de Grandes Contribuyentes DT-10-R0270-02, de las doce horas diez minutos del veinte de diciembre del dos mil dos. En efecto, debe recordarse que, al tenor de lo dispuesto en el artículo 147 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, el legislador ha establecido como principio general -en materia procesal- la congruencia de toda resolución o fallo administrativo de contenido tributario con las pretensiones y alegatos formulados por el administrado, al exigir llenar los siguientes requisitos: " a) Enunciación del lugar y fecha; b) Indicación del tributo, del período fiscal correspondiente y, en su caso, del avalúo practicado; c) Apreciación de las pruebas y de las defensas alegadas; d) Fundamento de la decisión; e) Elementos de determinación aplicados, en caso de estimación sobre la base presunta; f) Determinación de los montos exigibles por tributos." Es así como el sujeto activo de la pretensión es quien -de antemano-, fija los límites dentro de los cuales debe resolver la Administración, la que no puede omitir pronunciamiento sobre todos y cada uno de los puntos traídos a debate, porque de lo contrario se incurre en incongruencia, la cual ha sido definida en la jurisprudencia contenciosa de la siguiente manera: " ... consiste en la falta de relación entre lo pedido y lo resuelto, relativamente a las partes, al objeto o a la causa; ésta la constituyen los hechos.- No se da entonces la incongruencia por las contradicciones que puedan resultar por ejemplo entre los hechos probados o no probados y los pronunciamientos, o entre éstos y las apreciaciones de fondo; en tal situación lo más que podría hacer sería una defectuosa motivación del fallo, que es cuestión de otra índole, concretamente del recurso de casación por el fondo, por error de hecho o de derecho en la apreciación de la prueba.- Dicho de otro modo, no hay incongruencia entre las consideraciones de la sentencia y lo resuelto en la parte dispositiva. Finalmente, la sentencia puede otorgar todo lo pedido, como denegarlo todo, y si puede esto último, con igual o mayor razón puede conceder sólo una parte, y en ninguno de esos casos se incurre en incongruencia; ésta se daría si se otorgara más de lo pedido o fuera de lo pedido, que es lo que se denomina ultra petita y extra petita." (Sentencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia número 35-91, de las quince horas del veintidós de marzo de mil novecientos noventa y uno). Es así como se constituye en una obligación procesal de acatamiento ineludible la debida correspondencia entre lo solicitado por el actor en la demanda y lo resuelto por el órgano administrativo, la cual debe ser cumplida de conformidad con la norma legal transcrita, y en aplicación, en forma subsidiaria, de lo dispuesto en los artículos 99, 153 y 155 del Código Procesal Civil. Esta rigurosidad en las formalidades no es un capricho del legislador, sino que tienen su fundamento en la finalidad de que no queden puntos sin resolver, oscuros o contradictorios; de manera que las resoluciones no se dicten antojadizamente por la Administración, sino conforme a un formato previamente establecido en una norma de rango legal, según se anotó. Los diversos alegatos debatidos en el expediente administrativo deben ser resueltos en forma clara y fundamentada, sin que puedan existir contradicciones dentro del fallo; cada párrafo debe ir señalado con un número que lo identifique, expresarse los hechos tenidos por probados, con la debida indicación de los folios respectivos del expediente que lo respalde, y por supuesto, la resolución debe estar debidamente motivada, según se indicó, de tal suerte, que la parte dispositiva tiene que coincidir en todo con la parte considerativa, esto es, con las consideraciones de fondo dadas, sin que exista contradicción alguna entre ambas partes. V.- Cabe advertir que no es sólo en las instancias jurisdiccionales que debe darse cabal cumplimiento a las garantías y elementos que conforman el debido proceso -que derivan de las garantías establecidas en los artículos 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41 y 42 de la Constitución Política-, sino que son de acatamiento obligatorio en los procedimientos administrativos sancionatorios, como lo ha considerado en forma reiterada la jurisprudencia de la Sala Constitucional (en tal sentido, entre otras, se pueden consultar las sentencias números 15-90, 3433-93, 3929-95, 1484-96, 5516-96 y 2003-13140), precisamente en atención a que en ellos puede imponerse una obligación, suprimirse o denegarse un derecho subjetivo o interés legítimo, o una sanción administrativa (de suspensión, destitución, económica, etc.), las cuales ostentan naturaleza punitiva. Es así como este Tribunal constata las dos infracciones alegadas, en tanto, la resolución que se impugna consta de un único Considerando que inicia de la siguiente manera: " Este Tribunal se ha pronunciado en forma reiterada en casos similares al presente, en los cuales se ha tratado de inversionistas adquirentes en acciones en "HOTELERA BONANZA, S.A.", motivo por el cual se transcribe en lo que interesa lo resuelto en aquella oportunidad: ..."; y a continuación hace una copia literal de la resolución número 395-2005, de las doce horas del trece de setiembre del dos mil cinco, en la que resuelve las excepciones de litis pendencia, litis consorcio pasivo necesario, un incidente de nulidad, hace referencia a la aplicación del principio interpretativo en materia tributaria de la realidad económica y finalmente, se ocupa de la obligación de fiscalización a cargo de la inversionista en el destino que la sociedad da a esos dineros, todo lo anterior, en relación a otro asunto que conoció esa instancia, y conforme a los alegatos dados en esa oportunidad. Posteriormente, la indicada resolución concluye, con la siguiente nota: " Por tratarse, en el caso de análisis de un caso similar al transcrito, procede igualmente confirmarlo en todos sus extremos conforme lo resuelto por la Dirección General de Tributación, debiendo en consecuencia declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto.”  (El original no está destacado). Tribunal Contencioso Administrativo, Sección Segunda, resolución N° 211-2000 de las 14 horas 20 minutos del 21 de julio del 2000. Precisado lo anterior, es claro que durante la fase recursiva del procedimiento administrativo, los órganos llamados a conocer y resolver recursos administrativos se encuentran vinculados por las reglas de la congruencia en los términos ya comentados. Esta situación implica que ante su inobservancia, se configura un vicio en el elemento motivación del acto administrativo. No obstante lo anterior, en lo que a este extremo de la demanda respecta, lleva razón la representación estatal pues de la lectura de la acción, es claro que la empresa actora acusa vicios de incongruencia por cuanto el acto que resuelve el recurso no analizó todos los argumentos contenidos en dicho recurso, empero, no se precisa cuáles argumentos son los que no fueron analizados en la resolución administrativa cuestionada. En esta dirección la sociedad demandante además ataca, la no aplicación en la resolución del procedimiento, de criterios jurisprudenciales vertidos por el Tribunal Fiscal Administrativo en casos que a su entender, guardaban estrecha identidad con los hechos ventilados en el procedimiento administrativo, sin embargo, pese a exponer tal alegato, tampoco indicó en qué consiste el yerro procesal o sustantivo en que incurrió  el órgano administrativo. Por las razones ofrecidas indefectiblemente debe declararse con lugar la excepción de Falta de Derecho, esgrimida por la representación estatal respecto de este extremo de la acción. 
          VI.-

Excepciones.- 

Interpuso la representación del Estado la excepción de Falta de Derecho, misma que  en atención a las razones dadas en los anteriores considerandos debe ser declarada con lugar, en razón de la improcedencia de la demanda interpuesta. 

          VII.-

Costas.- No existiendo motivo alguno que a juicio de este Tribunal amerite la exoneración en costas a la parte que resultó vencida –la actora-, se condena en ambas costas a la parte demandante de conformidad con los artículos 98, 103 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa y 221 del Código Procesal Civil. 

POR TANTO 
De conformidad con los hechos que informan el proceso, y citas legales mencionadas, se resuelve: Se acoge la Excepción de Falta de Derecho planteada por el Estado. En consecuencia, se declara improcedente la demanda interpuesta por Empresa Villa Bonita S.A. contra el Estado. Son ambas costas a cargo de la parte actora. NOTIFÍQUESE.-

JORGE LEIVA POVEDA 
JUDITH REYES CASTILLO                          LUIS EDUARDO MESÉN GARCÍA 
Expediente: 06-000222-0161-CA 

Proceso: Tributario 

Actor: CORPORACIÓN DE SUPERMERCADOS UNIDOS   S.A. 

Demandado: EL ESTADO 

Voto N° 01-2009-SVII 

TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN SÉTIMA, SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSÉ, a las catorce horas del nueve de enero del dos mil nueve.-

Proceso Especial Tributario seguido ante el Tribunal Contencioso Administrativo del Segundo Circuito Judicial de San José por CORPORACIÓN DE SUPERMERCADOS UNIDOS SOCIEDAD ANÓNIMA , cédula jurídica número tres-ciento uno- siete dos dos tres, representada por Manuel Francisco Zúñiga Sibaja, mayor, casado, Administrador, vecino de Sabanilla, portador de la cédula de identidad uno- ochocientos treinta y tres- setecientos cincuenta, en su condición de Apoderado Generalísimo sin Límite de suma, en contra del ESTADO , representado por el Licenciado Juan Luis Montoya Segura, mayor, casado, abogado, cédula de identidad dos-doscientos sesenta y siete-setecientos treinta y siete, en su condición de procurador.-

RESULTANDO: 

1.-

Que fijada la cuantía de este asunto en la suma deochocientos cuarenta y dos millones quinientos setenta y cinco mil trescientos tres colones con ochenta y un céntimos, la parte actora pretende que se declaren a su favor los siguientes extremos: "1.- 

Que por ser contraria a derecho, se deje sin efecto, en lo impugnado por esta representación, en la resolución N° 158-P-06, dictada por la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo, por medio de las cuales se confirma en perjuicio de mi representada, la resolución determinativa número DT10R-121-01 de las 10 horas del 3 de octubre de 2001 emitida por la Dirección General de Tributación. 2.- Que se condene al Estado al pago de ambas costas de este proceso". 

2.-

El ente demandado contestó en forma negativa la acción, opuso las defensas de falta de derecho y sine actione agit.- 

3.-

En los procedimientos se han observado las prescripciones de rigor y no se notan causales de nulidad capaces de invalidar lo actuado. Esta sentencia se dicta previo las deliberaciones de rigor. 

Redacta la Jueza REYES CASTILLO; y, 

CONSIDERANDO: 

(…)

En el presente asunto, el actor indica que el Tribunal Fiscal Administrativo no valoró la prueba aportada, concretamente el dictamen pericial, ni analizó los argumentos de la impugnación, lo que desarrolla en cuatro aspectos básicos, mismos que de seguido se pasan a revisar en estricto orden.  PRIMERO: Sobre la invalidez del acto final por ser sustancialmente disconforme con el Ordenamiento Jurídico. Considera este Tribunal que no lleva razón la parte actora, respecto al primer argumento que esgrime la invalidez de la resolución dictada por el Tribunal Fiscal Administrativo, toda vez que revisada detalladamente la resolución N° 158-P-06 aquí impugnada, se constata que la misma se ajusta a lo establecido en los artículos 155 y 163 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, en tanto se acredita la sujeción y cumplimiento de los requisitos establecidos en el Código de Normas y Procedimientos Tributarios y en la Ley General de la Administración Pública, en la resolución revisada.  La Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y la Ley Orgánica del Poder Judicial, contienen disposiciones aplicables a la sede Jurisdiccional, sin que se observe quebranto alguno de tales cuerpos normativos, por parte del Tribunal Fiscal Administrativo, además, los supuestos yerros no son puntualizados por el actor. Tampoco constata este Tribunal que la resolución N° 158-P-06 aquí impugnada, quebrante la Constitución Política y los votos N° 2000-151 y 2001-7880 ambos de la Sala Constitucional por falta de valoración de la prueba. Este Tribunal revisó cuidadosamente todas las probanzas ofrecidas y aportadas por el actor en sede administrativa, y verificó que la resolución N° 158-P-06 apreció y analizó las pruebas de la parte actora, concretamente el Informe Pericial rendido por la Licenciada Elizabeth Quesada Segura, en su condición de Contadora Pública Autorizada, según consta a folios 493 a 564 del Tomo I del expediente administrativo.  Además, se observa que el Tribunal Fiscal Administrativo requirió el criterio técnico de su Sección Contable y Financiera, a efecto de examinar y valorar el informe emitido por la Licenciada Elizabeth Quesada Segura, visible a folios 411 a 419 del Tomo I del expediente administrativo, de manera que no se constata la violación al Debido Proceso argumentada por el actor, toda vez que el derecho de defensa fue garantizado con la valoración y análisis que realizó el Tribunal Fiscal Administrativo, y que resulta fácilmente constatable en las consideraciones de fondo de la resolución N° 158-P-06.  Como bien lo indica la Procuraduría General de la República, en el voto N° 07-2004 de este Tribunal, Sección Cuarta, se aclaró que no basta indicar la omisión, ya que se debe especificar la pieza y el folio de las pruebas que no se consideraron, aspecto que se echa de menos en el presente caso.  Por otro lado, no se verifica que la resolución dictada por el Tribunal Fiscal Administrativo, mantenga disconformidades sustanciales con la ley por falta de valoración de la prueba, no se acredita quebranto al artículo 18 del Reglamento General de Gestión, Fiscalización y Recaudación Tributaria que dispone: "Artículo 18.- 

Hechos probados como fundamento de las decisiones de la Administración Tributaria. La determinación de los tributos, la imposición de las sanciones, y en general toda decisión de la Administración Tributaria deberá fundarse en los hechos que aparezcan probados en el respectivo expediente. / La idoneidad de los medios de prueba contenidos en un expediente tributario dependerá, en primer término, de los requisitos que para la validez de determinados actos prescriban las leyes tributarias y comunes, o de las exigencias que tales disposiciones establezcan en materia probatoria. / En todo caso deberá valorarse la mayor o menor conexión que el medio de prueba tenga con el hecho a demostrar, y el valor de convencimiento que pueda atribuírsele conforme a las reglas de la sana crítica y el principio de realidad económica. / Cuando la Administración Tributaria pretenda acudir al método de base presunta a que se refiere el artículo 125, inciso b) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, deberá demostrar y motivar la existencia de alguna de las circunstancias a que se refiere el artículo 124, incisos a), b) y c) de dicho cuerpo legal."  La resolución N° 158-P-06 se fundamenta en los hechos probados que se acreditaron en el expediente administrativo, para ello la prueba se valoró siguiendo las reglas de la sana crítica y el principio de realidad económica, de manera que se dio fiel cumplimiento al numeral 18 del Reglamento arriba citado.  En cuanto al artículo 221 de la Ley General de la Administración Pública que preceptúa lo siguiente: "En el procedimiento administrativo se deberán verificar los hechos que sirven de motivo al acto final en la forma más fiel y completa posible, para lo cual el órgano que lo dirige deberá adoptar todas las medidas probatorias pertinentes o necesarias, aún si no han sido propuestas por las partes y aún en contra de la voluntad de éstas últimas".  En lo que atañe a este numeral, la parte actora no explica las razones por las que estima que se presenta alguna vulneración en su caso particular, tampoco concreta las pruebas que fueron dejadas de valorar. No obstante lo anterior, la resolución impugnada se dictó al amparo del cuadro fáctico acreditado en el expediente administrativo, lo que permite tener por cumplido el artículo 221 de la Ley General de la Administración Pública.  Por otro lado, el voto N° 2000-151 de la Sala Constitucional, se trata de una consulta judicial preceptiva de constitucionalidad, formulada por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José, contra la resolución número 441-95 de las dieciséis horas quince minutos del veintiocho de junio de mil novecientos noventa y cinco del Juzgado Tercero Penal de San José, en que se condenó al imputado como autor del delito de coacción a pagar cien días multa a razón de cien colones el día, para un total de diez mil colones, se discute que la sentencia impugnada carece de la debida fundamentación y motivación porque dejó por fuera un informe pericial que era crucial para demostrar la corrección de la tesis jurídica del imputado. En el Por tanto de la Consulta aludida, la Sala Constitucional dispuso: "Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el rechazo o la omisión de recepción o valoración, de forma arbitraria e injustificada, de prueba útil, pertinente y disponible para el esclarecimiento de los hechos es contrario al debido proceso. Asimismo forman parte de él, la adecuada fundamentación y motivación de la sentencia penal así como el principio de valoración razonable de la prueba y la aplicación de las reglas de la sana crítica. Debe la autoridad consultante determinar la regularidad de la sentencia tomando en cuenta lo expuesto y declarar lo que corresponda".  Respecto de los efectos hacia terceros de las Consultas Judiciales evacuadas por la Sala Constitucional, debe tenerse presente lo indicado por el artículo 107 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional que dice: "ARTICULO 107. La resolución de la Sala se le comunicará al tribunal consultante, al Procurador General de la República y a las partes apersonadas, tendrá los mismos efectos y se publicará de igual manera que la sentencia dictada en la acción de inconstitucionalidad, salvo que no precluirá el planteamiento de ésta en el mismo proceso, si fuere procedente." 

  Por su parte los artículos 13 y 88 de la misma Ley señalan: "ARTICULO 13. La jurisprudencia y los precedentes de la jurisdicción constitucional son vinculantes erga omnes, salvo para sí misma. ARTICULO 88. Las sentencias que declaren la inconstitucionalidad y pronuncien la anulación consecuente de la norma o los actos impugnados, producirán cosa juzgada y eliminarán la norma o acto del ordenamiento. (...)".  De la normativa anterior, se deduce que para que sea aplicable un fallo de la Sala Constitucional a quienes no fueron parte en el expediente, es requisito indispensable que la condición jurídica en la que se encuentran sea la misma de quienes sí figuraron en el proceso, situación que no logra acreditar el actor,  por cuanto no detalla ni concreta la supuesta infracción al Principio Constitucional del Debido Proceso ante la supuesta falta de valoración de prueba útil, situación que tampoco logra observar este Tribunal de forma oficiosa, en lo actuado por la Administración Tributaria.  En otro argumento del actor, ha de indicarse que no se constatan las disconformidades sustanciales con la ley por descartar infundadamente la prueba; toda vez que según se estableció líneas arriba el Tribunal Fiscal Administrativo analizó y valoró el informe especial rendido por la Licenciada Elizabeth Quesada Segura, siendo que para ello requirió el pronunciamiento de la Sección Contable y Financiera de ese Tribunal, por lo que no se logra acreditar que mediara un rechazo injustificado de la prueba ofrecida, o alguna falta de pronunciamiento sobre la indicada probanza en la resolución impugnada.  En el mismo sentido, no se acredita violación al artículo 163 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, por el rechazo del dictamen de contador público autorizado, toda vez que las razones que motivaron al Tribunal Fiscal Administrativo obedecen a la falta de demostración de los gastos en el informe que rinde la contadora a solicitud del actor, nótese que el valor de plena prueba dispuesto para los informes de contadores públicos se limita a los casos en que tal prueba es gestionada por el Tribunal Fiscal Administrativo, según lo establece el numeral citado que dice: "(...) Los informes y certificaciones de los contadores públicos autorizados, de otros profesionales que tengan fe pública, o de las autoridades públicas competentes, designadas en forma independiente por el Tribunal Fiscal Administrativo , hacen plena prueba y, en tal caso, la carga de la prueba para desvirtuarlos correrá a cargo de la Administración Tributaria. (...)" (el resaltado no es del original).  Por otro lado, el numeral 49 de la Ley del Impuesto sobre la Renta establece que "la opinión o interpretación contenida en las certificaciones para efectos tributarios no constituye plena prueba contra el Fisco, y no obliga a la Administración Tributaria" .   Además, no se logra acreditar ninguna disconformidad sustancial contra las normas no escritas de conformidad con el artículo 158 inciso 3) de la Ley General de la Administración Pública, debiendo advertir que la parte actora no puntualiza las supuestas normas no escritas que estima fueron afectadas con la resolución dictada por el Tribunal Fiscal Administrativo, por lo que debe rechazarse este extremo.  SEGUNDO: No lleva razón el actor respecto a la supuesta nulidad de la resolución por defecto del contenido como requisito esencial del acto administrativo, por las siguientes razones: El elemento constitutivo del acto administrativo denominado "contenido"   está regulado en el artículo 132 de la Ley General de la Administración Pública que dice: " 1. El contenido deberá de ser lícito, posible, claro y preciso y abarca todas las cuestiones de hecho y derecho surgidas del motivo, aunque no hayan sido debatidas por las partes interesadas. / 2. Deberá ser, además, proporcionado al fin legal y correspondiente al motivo, cuando ambos se hallen regulados. / 3. Cuando el motivo no esté regulado el contenido deberá estarlo, aunque sea en forma imprecisa. / 4. Su adaptación al fin se podrá lograr mediante la inserción discrecional de condiciones, términos y modos, siempre que, además de reunir las notas del contenido arriba indicadas, éstos últimos sean legalmente compatibles con la parte reglada del mismo",  de manera que el "contenido" de la resolución dictada por el Tribunal Fiscal Administrativo está compuesto por la parte dispositiva del caso particular (Por Tanto), mismo que se ajusta a los requisitos establecidos en el numeral arriba transcrito. Debe señalarse, que la parte actora no indica cuáles son las supuestas falencias del "contenido" de la resolución impugnada, ya que su argumento gira en torno a la discrecionalidad del acto final y al irrespeto de los límites de esa potestad, al amparo del artículo 160 de la Ley General de la Administración Pública, sin precisar concretamente la regla violada. No obstante, estima este Tribunal Contencioso, que la parte actora carece de razón, toda vez que cuando concurran aspectos discrecionales en el acto administrativo, el elemento "contenido" siempre estará sometido al Principio de Tipicidad Mínima regulado en los artículos 11 inciso 2) y 132 inciso 3) de la Ley General de la Administración Pública.  A efectos de lograr una mejor comprensión conceptual de los elementos del acto administrativo, se valorará lo dicho por la doctrina nacional, teniendo claro que no se trata de una fuente formal del Derecho Administrativo según lo indicado en los artículos 8 y 9 de la Ley General de la Administración Pública, sino de un criterio orientador en la materia. El Doctor Ernesto Jinesta Lobo, en su obra "Tratado de Derecho Administrativo", Tomo I, conceptualiza el "contenido" del acto administrativo de la siguiente forma: "El contenido propiamente dicho es la definición del efecto del acto administrativo como resultado jurídico inmediato del mismo. La realización del contenido es el efecto del acto administrativo. El contenido es lo que el acto administrativo declara, dispone, ordena, certifica o juzga y suele expresarse en la parte dispositiva de las resoluciones administrativas. (...)  En virtud del principio de la tipicidad administrativa, esto es, que se reputa autorizado el acto regulado expresamente aunque sea de forma imprecisa por norma escrita en cuanto a motivo o contenido (artículo 11, párrafo 2°, ibidem), el artículo 132, párrafo 3°, ibidem preceptúa que cuando el motivo no está regulado el contenido debe estarlo" (el resaltado no es del original). A mayor abundamiento, el doctor Eduardo Ortiz Ortiz, en su tratado "Tesis de Derecho Administrativo II"  (Editorial Stradtmann, 2000, página 323), explica el "contenido" de la siguiente forma: "(...) El contenido es la definición del efecto del acto, considerado como resultado jurídico inmediato del mismo. La realización del contenido por el acto es el efecto de éste, que no puede reputarse elemento por su posterioridad respecto del mismo. El contenido es, como dice Zanobini, lo que el acto dispone, certifica, declara o juzga, y se expresa en su parte dispositiva". Así las cosas, siendo que en la resolución N° 158-P-06 del Tribunal Fiscal Administrativo el elemento "contenido" se ajusta a derecho,   y que no se observan aspectos discrecionales que infrinjan el Principio de Regulación Mínima o Tipicidad Administrativa, corresponde rechazar el presente argumento de la parte actora.  TERCERO : No lleva razón el actor con respecto a la supuesta nulidad de la resolución por falta de motivo, y por considerar que el Principio de Realidad no es suficiente para determinar la carga tributaria de oficio.  El elemento del acto administrativo denominado "motivo" se encuentra regulado en el artículo 133 de la Ley General de la Administración Pública que indica: "El motivo deberá ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta para dictar el acto. / 2.- Cuando no esté regulado deberá ser proporcionado al contenido y cuando esté regulado en forma imprecisa deberá ser razonablemente conforme con los conceptos indeterminados empleados por el ordenamiento" .  Para mayor claridad, el Tratadista Jinesta Lobo antes citado, ofrece una definición del "motivo", a saber: "El motivo son los antecedentes, presupuestos o razones jurídicas (derecho) y fácticas (hechos) que hacen posible o necesaria la emisión del acto administrativo, y sobre las cuales la Administración Pública entiende sostener la legitimidad, oportunidad o conveniencia de éste. El motivo, o como también se le denomina causa o presupuesto, está constituido por los antecedentes jurídicos y fácticos que permiten ejercer la competencia casuísticamente, su ausencia determina la imposibilidad de ejercerla, exclusivamente, para el caso concreto. / Desde luego, que tales antecedentes, además de ser legítimos deben concurrir al momento de dictar el acto administrativo, en tal sentido el artículo 133, párrafo 1°, LGAP establece que el motivo deberá "... ser legítimo y existir tal y como ha sido tomado en cuenta para dictar el acto". / Consecuentemente, habrá ausencia de motivo o causa cuando los hechos invocados como antecedentes y que justifican su emisión son falsos o bien, cuando el derecho invocado y aplicado a la especie fáctica no existe -v. gr. si la ley o el reglamento que le dan sustento se encuentran derogados, modificados, reformados o anulados por inconstitucionales-. El acto administrativo, sea reglado o discrecional, debe siempre fundamentarse en hechos ciertos, verdaderos y existentes, lo mismo que en el derecho vigente, de lo contrario faltará el motivo" (el resaltado no es del original).  Adicionalmente, el doctor Eduardo Ortiz Ortiz, en su Tesis de Derecho Administrativo, Tomo II, señala que: "(...) El motivo del acto es el antecedente jurídico que hace posible o necesaria la emisión del acto, de conformidad con la Ley. (...)/ El motivo, causa o presupuesto, en cambio, es el antecedente jurídico que permite ejercer la competencia en el caso concreto y su ausencia determina la imposibilidad de ese ejercicio exclusivamente en ese caso, no en los otros que puedan sobrevenir. (...) La importancia decisiva del motivo es que el antecedente inmediato del acto, que crea la necesidad pública, es concreto y lo hace posible y necesario. Desde este punto de vista, la posibilidad de que el acto se adecué a su fin queda condicionado por la realización del motivo. La ausencia de éste equivale también a la ausencia del fin legal del acto (...)" .  En el caso concreto, la resolución N° 158-P-06 dictada por el Tribunal Fiscal Administrativo sí acredita la existencia del elemento "motivo" , toda vez que se fundamenta en hechos que la parte actora no logra desvirtuar con prueba fehaciente, según se observa en los "Considerandos de Fondo" visibles en los folios 490 a 566 del expediente administrativo,  y en la aplicación del derecho vigente al momento de los hechos, concretamente los artículos 8 y 12 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, 7 y 9 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 11 y 12 del Reglamento a la Ley del Impuesto sobre la Renta. En lo que atañe al Principio de Realidad Económica derivado de los artículos 8 y 12 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, no observa este Tribunal un uso arbitrario del indicado principio por parte de la Administración Tributaria, toda vez que el actor no logró desvirtuar los hechos acreditados con prueba fehaciente, siendo que a éste le correspondía la carga de la prueba, por lo que debe denegarse el agravio analizado.  Lo anterior pese a que efectivamente como lo señala el actor, el Principio de Realidad Económica aplica también a favor del contribuyente, según lo ha reconocido la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia en los votos 40-1995 y 597-F-2006.  CUARTO: No lleva razón el actor en cuanto argumenta la falta de adecuación del contenido del traslado de cargos al fin para determinar la renta presuntiva, habida cuenta que no especifica el traslado de cargos que en su entender se encontraría viciado de nulidad, siendo que en el expediente administrativo se acreditan seis traslados de cargos contra el contribuyente, visibles a folios 01 al 106. No obstante la falta de precisión en el argumento de la parte actora antes señalada, debe indicarse que el "fin" del acto administrativo se regula en el artículo 131 de la Ley General de la Administración Pública que dispone: "1. Todo acto administrativo tendrá uno o varios fines particulares a los cuales se subordinarán los demás. / 2. Los fines principales del acto serán fijados por el ordenamiento; sin embargo, la ausencia de ley que indique los fines principales no creará discrecionalidad del administrador al respecto y el juez deberá determinarlos con vista de los otros elementos del acto y del resto del ordenamiento. / 3. La persecución de un fin distinto del principal, con detrimento de éste, será desviación de poder".  En el mismo sentido, la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia, en el voto N° 101 de las diez horas del 30 de setiembre de 1996, señaló lo que debe entenderse por el elemento "fin" del acto administrativo y definió la "desviación de poder", en lo que interesa se transcribe: "(...) Dentro de los requisitos de validez del acto administrativo está el fin. Los otros requisitos son órgano, investidura de su titular, competencia, causa, motivo y contenido. Por fin del acto se entiende en el Derecho administrativo el objetivo perseguido a satisfacer por la Administración . Siempre deberá ser un fin público y específico en beneficio de la colectividad. El vicio del acto administrativo en el fin es la desviación de poder. Por tal se entiende la falta de adecuación entre los móviles de la actuación administrativa y su fin. Todo acto administrativo debe ir revestido de un interés público. Si no lo tiene se incurre en desviación. Esto es abuso de poder, de derecho o de mandato. La naturaleza jurídica de este requisito tiene fundamento en dos tesis: a) según la denominada de la moralidad administrativa la administración no puede obrar de acuerdo a móviles deshonestos o de mala fe, se supone la subordinación del poder administrativo al bien del servicio, y, b) conforme la llamada de la legalidad administrativa la administración debe adecuar sus actuaciones al principio de legalidad. La prueba en la desviación de poder exige establecer la divergencia del fin del acto desviado con el fin perseguido por ley. No se trata de una prueba material. El acto desviado oculta el fin vicioso. Debe ser un análisis realizado por el Juez a la vista de los hechos concretos demostrados. En nuestro ordenamiento jurídico la Constitución Política señala dicho vicio como causal de impugnación de los actos administrativos (Artículo 49). La Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa define la desviación de poder como el ejercicio de potestades administrativas para fines distintos de los fijados por ley (artículo 1) . La Ley General de la Administración Pública lo define como la persecución de un fin distinto del principal con detrimento de éste (artículo 131.3)" (el resaltado no es del original).  Así las cosas, no se le logra constatar lo indicado por el actor en cuanto a que el contenido de los traslados de cargos dictados en el presente no se adecua al fin, toda vez que los mismos se ajustan al fin del procedimiento administrativo tributario, mismo que se deriva -entre otros- del artículo 103 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios que dispone: "La Administración Tributaria esta facultada para verificar el correcto cumplimiento de las obligaciones tributarias por todos los medios y procedimientos legales. / A ese efecto dicha Administración queda específicamente autorizada para: / a) Requerir a cualquier persona natural o jurídica, esté o no inscrita para el pago de los tributos, que declare sus obligaciones tributarias dentro del plazo que al efecto le señale; / b) Cerciorarse de la veracidad del contenido de las declaraciones juradas por los medios y procedimientos de análisis e investigación legales que estime convenientes, al efecto de determinar la verdadera magnitud del hecho imponible y el tributo correspondiente; / c) Requerir el pago y percibir de los contribuyentes y los responsables los tributos adeudados y, en su caso, el interés, los recargos y las multas previstos en este Código y las leyes tributarias respectivas. El titular de la Dirección General de Tributación está facultado para fijar mediante resolución con carácter general, los límites para disponer el archivo de deudas tributarias en gestión administrativa o judicial, las cuales en razón de su bajo monto o incobrabilidad no impliquen créditos de cierta, oportuna o económica concreción. (...) /  d) Organizar y gestionar el cobro administrativo de los tributos, intereses y recargos que aplique y para solicitar la intervención de la dependencia que tenga a su cargo el cobro de los créditos a favor del Estado; y / e) Interpretar administrativamente las disposiciones de este Código, las de las leyes tributarias y sus respectivos reglamentos, y para evacuar consultas en los casos particulares fijando en cada caso la posición de la Administración, sin perjuicio de la interpretación auténtica que la Constitución Política le otorga a la Asamblea Legislativa y la de los organismos jurisdiccionales competentes" (el resaltado no es del original).  En consecuencia, no se determina que la Administración Tributaria persiguiera un fin diferente al establecido en la ley, ni se acredita la desviación de poder en el caso bajo estudio, por lo que debe rechazarse el argumento del actor.  

(…) No obstante lo antes citado, la documental citada, incluso los libros contables, no es sustitutiva de los comprobantes establecidos como requisito indispensable para deducir los gastos en los artículos 8 inciso 3) de la Ley del Impuesto sobre la Renta y 11 párrafo 3 del Reglamento de la citada Ley.  Tal criterio es sostenido por la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia en el Voto N° 109-F-91.TRI de las catorce horas cuarenta y cinco minutos del cinco de julio de mil novecientos noventa y uno, que en lo que interesa dice: "(...) Esta Sala ha sostenido en reiteradas ocasiones que los asientos de los libros de contabilidad, aunque estén llevados en forma legal y tengan respaldo en comprobantes, no obligan a la Administración Tributaria a aceptar como legítimo un gasto determinado, todo depende de la corrección de la partida en sí misma, no de la corrección de los libros y presunta veracidad de los comprobantes. Los libros de contabilidad, no sirven para legitimar gastos o partidas legalmente no deducibles (Sala de Casación número 107 de las 16:15 horas del 10 de setiembre de 1975 y número 68 de 14:20 horas del 24 de junio de 1970). Por otra parte, la certificaciones expedidas por los contadores públicos en materia de su competencia, indubitablemente constituyen documentos públicos, empero la fe pública de tales funcionarios no es extensiva al contenido o verdad intrínseca de los estados financieros o contables certificados por ellos, de ahí que la Administración Tributaria en sus funciones de fiscalización puede exigir además de la información contable, los comprobantes de tales operaciones para verificar o determinar la obligación tributaria (Sala Primera de la Corte, número 60 de las 16:15 horas de 7 de octubre de 1983). (...)" (el resaltado no es del original). Por lo expuesto, se impone el rechazo del agravio. QUINTO: En el último agravio de la parte actora, se indica que existe un supuesto error en el concepto de planilla variable por cuanto en el reclamo presentado en sede administrativa se explicaron los rubros que correspondían a la planilla variable y a la comisión, aspecto que no fue revisado por el Tribunal Fiscal Administrativo, al estimar que la planilla variable no fue ajustada. Al respecto, este Tribunal estima que no lleva razón el actor por cuanto la imposibilidad de aplicar la deducción a los gastos por comisiones pagadas a Mas por Menos no obedece a un factor de una supuesta duplicidad con otras cuentas o asientos contables de la misma empresa o grupo económico, sino -como reiteradamente se ha dicho- a la falta de comprobantes idóneos y autorizados por la Administración Tributaria capaces de demostrar el gasto, situación que exige el rechazo del agravio esgrimido.  En otro argumento, el actor indica que no se analizó el informe pericial de la Licenciada Elizabeth Quesada Segura.  Este Tribunal estima que no lleva razón el actor por cuanto el estudio especial rendido a solicitud del actor por la Licenciada Elizabeth Quesada Segura, en su condición de Contadora Pública Autorizada, visible a folios 350 a 396 del expediente administrativo, únicamente se refiere al criterio técnico de la profesional para distinguir los rubros que son pagados por "planilla variable" y lo que se pagan por "comisiones", sin la metodología empleada ni la documentación utilizada para elaborar el informe, mismo que no se acompaña de ninguna prueba documental, de ahí que no sea admisible utilizar el referido informe contable como sustituto de los comprobantes documentales de los gastos por comisiones, habida cuenta que además de ser ayuno de toda prueba que respalde el trabajo de la profesional, también excede las competencias técnicas propias de la Contaduría Pública e incursiona de forma injustificada en el ámbito de la interpretación jurídica de los supuestos hechos acaecidos para dar su opinión personal, tales excesos y falencias desautorizan al citado informe e impiden a este órgano colegiado concederle el valor probatorio de plena prueba.  En refuerzo de lo anterior, se transcribe un extracto del voto 421-F-2005 de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia que alude a la ponderación de las certificaciones y documentos emitidos por un contador público autorizado: "(...) IV. Esta Sala, una vez analizada la certificación expedida por el CPA (...) (folio 47), arriba a la misma conclusión que los juzgadores de instancia: resulta fútil a efectos de desvirtuar el reajuste en la declaración de la actora del Impuesto sobre la Renta para el período fiscal 98, por las siguientes razones. De conformidad (con) los Principios de Contabilidad Generalmente aceptados, todos los asientos efectuados en el Diario –correctos o no, incluyendo los realizados para corregir los segundos- deben constar también en el Libro Mayor. Sin embargo, de conformidad con lo afirmado por el CPA, la certificación se confeccionó con base en Registros Auxiliares y en el Libro de Diario. Esto supone la inexistencia de respaldo, en libros contables y legalizados, de la información contenida en la indicada prueba, a pesar de que es obligatorio tener (artículos 51 de la Ley del Impuesto sobre la Renta y 53 de su Reglamento). Así fue consignado en el hecho indemostrado antecedido con el número 1, el cual no fue objetado en debida forma por el casacionista. Tampoco combatió, de manera clara y específica, lo consignado en el segundo hecho no probado: la inexistencia de documentos en donde se hiciera constar el error de duplicación de registros en el año 1998. Por otro lado, estima esta Sala, lo que se debió certificar, a efectos de combatir certeramente el criterio de la Administración Tributaria, según fue señalado por los Juzgadores de instancia, no eran los asientos o registros contables, sino, si éstos coincidían con los comprobantes que los respaldaban, los que, de conformidad con el cánones (sic) 54 del Reglamento de la Ley del Impuesto sobre la Renta y 128 inciso b) del CNPT, tiene la obligación de conservar todo contribuyente. Además, debe aportarlos, no sólo porque así lo disponen los artículos 103 inciso b), 124 inciso b) y 128 inciso d) ibídem, a efectos de facilitar las tareas de investigación, determinación y fiscalización, llevadas a cabo por parte de la Administración; sino también, porque le corresponde la carga de la prueba sobre su reclamo (al respecto, puede consultarse, entre otras, la sentencia de esta Sala número 38 de las 14 horas 20 minutos del 31 de mayo de 1994). Asimismo, en torno a la fuerza probatoria de los documentos públicos, esta Sala, en sentencia número 76 de las 14 horas 50 minutos del 29 de julio de 1998, en lo de interés, señaló: “ XII.- 

Los documentos o instrumentos públicos, mientras no sean argüidos de falsos, hacen plena prueba de la existencia material de los hechos que el oficial público afirme en ellos haber realizado él, o haber pasado en su presencia, en el ejercicio de sus funciones (artículo 370 del Código Procesal Civil). De acuerdo con lo anterior, la plena prueba se refiere a los hechos que el oficial público afirme haber realizado él mismo, o haber pasado en su presencia, en el ejercicio de sus funciones. Si no se está ante esos supuestos, aún cuando el documento sea público, por haber sido expedido con los requisitos señalados por el artículo 369 ibídem, las afirmaciones en él contenidas, pueden ser combatidas por cualquier medio de prueba. ... ” De acuerdo con el artículo 8 de la Ley Orgánica del Colegio de Contadores Públicos de Costa Rica, los documentos que expidan los CPA en el ramo de su competencia, tendrán el valor de documentos públicos. Sin embargo, a la luz del precedente trascrito, y tomando en consideración al interés público que permea la materia tributaria, tal carácter no implica que los estados financieros o contables de los contribuyentes objeto de la certificación sean correctos o verdaderos, per sé. La naturaleza de público y, por ende de plena prueba, se circunscribe a la constatación de la existencia de los registros analizados por el CPA y a los actos o hechos realizados o ejecutados por ellos . Consecuente con lo anterior, el numeral 49 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, dispone que la opinión o interpretación contenida en las certificaciones para efectos tributarios, no constituye plena prueba contra el Fisco, y no obliga a la Administración Tributaria. Corolario, la actora no combate en debida forma la determinación efectuada por la Administración Tributaria. No aporta prueba idónea, como lo hubiera sido la demostración de que los asientos contables eran fiel reflejo de los movimientos efectuados y en estricto apego con los comprobantes respectivos. La certificación aportada a los autos, se reitera, no cumple tales objetivos. El CPA sólo certifica asientos contables –constantes, únicamente, en Registros Auxiliares y en el Libro de Diario- y no su coincidencia con la documentación que le sirve de respaldo, la cual, además, el actor tenía la obligación de aportar, y no hizo. Nótese que únicamente se adjunta con la certificación una serie de fotocopias, algunas ilegibles. Por demás, al socaire del artículo 49 de la Ley del Impuesto sobre la Renta, antes comentado, tal probanza no tendría el carácter de plena prueba, pues el CPA tendría que dar su opinión, o interpretar los comprobantes que respaldan los asientos consignados en los libros y registros de contabilidad, para llegar a una conclusión. En mérito de las razones expuestas, no incurre el Tribunal en el yerro alegado, imponiéndose el rechazo del presente motivo de disconformidad. (...)" (el resaltado no es del original).  Con respecto, al cuestionamiento del actor sobre el valor probatorio que el Tribunal Fiscal Administrativo, confiere a algunos de los testimonios como en el caso del señor Hernández García, se debe indicar que este Tribunal rechaza el argumento del actor, en virtud de la ausencia de los comprobantes autorizados única capaz de desvirtuar los ajustes realizados por la Administración Tributaria, cuya carga obligatoria recae en el contribuyente y que no ha sido satisfecha en el presente asunto.       

VIII.-

EXCEPCIONES: Opuso la representación del Estado las excepciones de falta de derecho y sine actione agit. Al respecto, interesa resaltar que la denominada genérica “sine actione agit” está conformada por las defensas de falta de legitimación (activa y pasiva), falta de interés y falta de derecho, que constituyen los presupuestos de fondo para la resolución de toda demanda; y que en tal virtud se analizan en un orden riguroso, a saber la falta de legitimación, la falta de interés y, por último la falta de derecho. En cuanto a la primera (falta de legitimación), la misma debe ser rechazada en su doble modalidad, esto es, la falta de legitimación activa y pasiva, toda vez que en este proceso se analiza una relación jurídico-administrativa en la que participan las dos partes intervinientes en esta demanda, sea, la empresa actora, que objeta el ajuste realizado por la Administración Tributaria (Estado) en la declaración del impuesto sobre la renta de los ejercicios fiscales de 1996 y 1997. De igual modo, debe ser rechazada la defensa de falta de interés, por cuanto es evidente que la discusión mantiene su actualidad. Por último, en atención a las razones dadas en los anteriores Considerandos, por los que se estima la improcedencia de la demanda interpuesta, debe acogerse la excepción de falta de derecho. 

V.-

COSTAS. No existiendo motivo alguno que amerite la exoneración en costas, se condena en ambas costas a la parte actora de conformidad con el artículo 98 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso- Administrativa. 

POR TANTO: 

De conformidad con los hechos que informan el proceso, citas legales mencionadas, se resuelve: Se rechazan las excepciones de falta de legitimación y falta de interés actual (sine actione agit). Se acoge la de Falta de Derecho. Consecuentemente, se declara improcedente la presente demanda. Son ambas costas a cargo de la parte actora. NOTIFÍQUESE.-

JORGE LEIVA POVEDA 

JUDITH REYES CASTILLO LUIS EDUARDO MESÉN GARCÍA 

No. 04-2009-SX 

SECCIÓN DECIMA DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE. Goicoechea, Anexo A a las trece horas treinta minutos del nueve de enero del año dos mil nueve.-

Proceso Especial Tributario promovido por Jorge Eduardo Cordero Vargas, mayor, binuvo, cédula de identidad uno- cuatrocientos setenta y nueve- quinientos noventa y ocho en su condición de apoderado generalísimo sin límite de suma de HORTIFRUTI S.A. cédula jurídica tres- ciento uno- veintidós mil setecientos cuarenta y ocho; contra el ESTADO, representado por el licenciado Juan Luis Montoya Segura. 

RESULTANDO: 

1- Que fijada la cuantía de este asunto en la suma de ciento cuatro millones ochocientos cincuenta y nueve mil doscientos veintiocho colones noventa céntimos , con base en los hechos que se exponen y citas legales aducidas, el proceso se formula para que en sentencia: " por ser contraria a derecho, se deje sin efecto, en lo impugnado ... la resolución N° 159-P-06 dictada por la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo, por medio de la cual se confirma... la resolución determinativa DT-10R-034-02 de nueve horas treinta minutos del veintitrés de abril del año dos mil dos emitida por la Dirección General de Tributación y que se condene al Estado al pago de ambas costas de este proceso." 

2.-

Que la representación del Estado contestó en forma negativa la demanda, por lo que solicitó declararla sin lugar, se confirme la resolución impugnada, se dicte una condenatoria al actor del pago de ambas costas del proceso, además interpone las excepciones de "Falta de Derecho y Sine Agit Actione." 

(sic) 

3.-

Que en los procedimientos se han observado las prescripciones de rigor, sin que se noten causales de nulidad susceptibles de invalidar lo actuado, y se dicta sentencia, previa deliberación; y, 

Redacta la Jueza Solano Ramírez; y, 

CONSIDERANDO: 

(…) Estimó el Auditor Fiscal, que en la comprobación contable, la identidad de los montos utilizados, y la evidencia en los registros de la orden de transferencia inmediata, evidenciaban que los montos correspondientes al crédito, no se utilizaron para generar renta en forma directa y por ende los intereses, diferencias cambiarias y comisiones bancarios pagados en atención de esas operaciones de crédito no eran deducibles del impuesto. En ese mismo criterio, dentro de las resoluciones emitidas a nivel administrativo, se ha rechazado el recurso de la parte actora, definiendo que la suma deducida debe reincorporarse a la renta y cancelar el tributo correspondiente. 

Así lo estima este Tribunal, porque claramente, desde el traslado de cargos, se ha definido en forma plena los elementos que producen el acto determinativo; desde el principio de la verificación la documental requerida al contribuyente, y que es fundamento probatorio de lo resuelto en autos, buscaba el verdadero destino de los dineros prestados; si bien la actora reclama que existe una confusión entre la utilización física del dinero, y el destino dado a los mismos, en autos ha quedado plenamente demostrado, no por "ajuste" a la convicción del Auditor, sino por "ajuste a la realidad contable", que se destinaron los dineros a fines distintos de la "generación" de utilidades. La actora procedió al giro, transferencia o pago, de todas esas sumas obtenidas por medio de préstamo, a la socia mayoritaria de la empresa actora; ese comportamiento no representa, ni actividad habitual de la empresa actora, ni despliegue de actividades generadoras de renta; por ende, la valoración efectuada en autos responde a una realidad contable que no puede dejarse pasar por alto, porque se actuaría en detrimento del Fisco. Al destinarse los préstamos a fines distintos de la actividad económica habitual de la actora, los intereses que se paguen por esos créditos solicitados, las comisiones bancarias y las diferencias cambiarias generadas por esos dineros, que fueron girados en dólares américanos, tampoco pueden constituirse como deducibles del impuesto sobre la renta. Los análisis contables efectuados por el auditor fiscal, la narrativa de los hechos descubiertos, la fundamentación legal, y la justificación expuesta por la Administracion desde el inicio de la determinación, son componentes del "motivo" que debe contener el acto discutido, y dada la existencia de dicho elemento, la nulidad reclamada por falta de ese motivo en cuanto a los rubros dichos, no existe. Claramente así se ha expuesto en análisis efectuados por La Sección Primera del Tribunal Contencioso Administrativo, cuando en su voto 351-2006 de catorce horas quince minutos del diez de agosto del dos mil seis enunció: 

" Es un hecho fuera de discusión que la Administracion debe fundamentar o motivar sus decisiones, lo que implica la obligación de hacer una declaración de las circunstancias de hecho y de derecho que han llevado a su dictado . En otros términos, la carencia de motivación provoca el vicio en uno de los elementos del acto administrativo, al violentarse un requisito formal que origina una arbitrariedad por parte de la Administracion. La Sección Primera de este Tribunal, al definir y diferenciar el motivo y la motivación de un acto, dispuso en resolución número 348-98 de 11 horas del 14 de octubre de 1998: 
“(…) V.- En lo que se refiere a la falta de motivación de los actos cuestionados, conviene hacer una aclaración acerca de la diferencia entre el motivo y la motivación del acto administrativo. Por motivo se considera generalmente la necesaria conformidad que debe existir entre el acto administrativo y el propósito que le asigna la ley, o sea con el interés público a satisfacer en el caso concreto, y es por lo tanto uno de los elementos objetivos del acto administrativo.(Artículo 133 de la Ley General de la Administracion Pública). Por otra parte existe obligación de motivar un buen número de actos administrativos, esto es, de hacer públicos en declaración formal, los motivos de hecho y de derecho en virtud de los cuales se han dictado, de manera que en ese sentido, la motivación está siempre ligada al motivo o a la causa del acto administrativo. La motivación es el lado exterior y el motivo el interno de un acto administrativo. El motivo es parte de la sustancia del acto administrativo y la motivación es la manifestación externa de ello, por lo que constituye uno de sus requisitos formales. El artículo 136 de la ley citada, inciso a) dice que deberán ser motivados con mención, sucinta al menos en sus fundamentos jurídicos, los actos que impongan obligaciones o que limiten, supriman o denieguen derechos subjetivos (…)”. (ver resolución citada) 

En autos se desglosa en forma vehemente, tanto el motivo como la motivación que encuentran el Auditor Fiscal, y la misma Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo para imponer el ajuste de interés, se evidencia que de acuerdo con la normativa ampliamente analizada, enuciada, a la documental constante en autos y puesta en conocimiento de la actora, el procedimiento determinativo, se realiza ante la existencia de lo que llama el Auditor Fiscal "forma jurídica inadecuada", expuesta en las líneas del folio cinco del expediente administrativo y posteriormente ratificado en la resolución recurrida cuando se indica en la misma como consta a folios 58 y siguientes del expediente principal, los elementos de análisis que se dieron a los libros contables y que como consecuencia directa expone: "...los dineros no fueron utilizados en la producción de rentas gravables generadas a través de la actividad de la propia empresa deudora, ni se ha demostrado que fueran reembolsados... por lo que los intereses generados por esos préstamos no pueden ser aceptados como gastos deducibles..." véase folio 57 del expediente principal); continúa diciendo la resolución sobre las diferencias cambiarias y comisiones bancarias "... es decir esos fondos no se emplearon en actividades que generaran rentas gravables. Es por esa razón que este Tribunal considera que es correcta la posición de la Administracion Tributaria a quo al rechazar la deducción de gastos por este concepto " (véase folio 58 expediente administrativo) Este Tribunal estima que sí existe en consecuencia tanto descripción del motivo como motivación del acto emitido por la autoridad administrativa y en consecuencia lo resuelto en cuanto a esos ajuste debe confirmarse porque la conexidad directa del gasto, con la producción de ingresos o utilidades no se ha demostrado, al contrario, se ha demostrado en autos, que no existe esa conexidad, la actora utiliza los fondos obtenidos con un préstamo para cancelación de extremos o rubros no relacionados con su actividad habitual y por ende no contemplados como deducibles del impuesto sobre la renta. El destino del dinero entregado, es ajeno a la actividad habitual y por ende no es objeto de deducibilidad. La afirmación de la actora de que el pago de esos dineros en la forma que se hizo era necesario para generar renta, no es admisible, es la directa relación entre lo pagado y el efecto de utilidad lo que establece la ley como deducible y no las relaciones subyacentes. La actora al destinar el capital obtenido para usos distintos de la actividad habitual, no genera renta, ni utilidades, por lo que es imposible atribuirle deducibilidad a los rubros generados por la cancelación de inereses y otros de esos préstamos. 

DE LAS EXCEPCIONES.- La representación del Estado opuso como defensas de Falta de Derecho y sine agit actione, en las contenidas de Falta de Legitimación y Falta de interés actual, siendo procedente acoger las mismas, dado que de acuerdo con lo anteriormente expuesto a la parte actora no le asistía el derecho para su reclamo por cuanto todos y cada uno de los rubros modificados a la declaración fiscal de marras, por la parte demandada, encuentran justificación fáctica y legal que le daban razón y fundamento para la imposición de nuevas rentas. En este sentido y en consecuencia no se encontraba la actora legitimada para el reclamo de marras, ni contaba con interés actual para el mismo por cuanto las actuaciones de la parte demandada se encontraban debidamente justificadas de acuerdo a la normativa vigente. 

VII.-

DE LAS COSTAS.- Son ambas costas a cargo de la parte actora conforme lo dispuesto por los artículos 59 inciso 2 y 103 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso Admistrativa y el artículo 221 del Código Procesal Civil ) 

POR TANTO: 

Se acogen las excepciones de Falta de Derecho y Sine agit actione configurativa de las de Falta de Legitimación y Falta de Interés actual. Se declara sin lugar la demanda en todos sus extremos. Son ambas costas a cargo de la actora.- Notifíquese.-

Alinne Solano Ramírez 

Bernardo Rodríguez Villalobos Jonatán Canales Hernández 

No. 542-2007. 

SECCIÓN SEGUNDA DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SEGUNDO CIRCUITO JUDICIAL DE SAN JOSE. Goicoechea, a las diez horas cincuenta minutos horas del veintitrés de noviembre del dos mil siete. 

Proceso Especial Tributario promovido por TOMÁS BATALLA ESQUIVEL, mayor, casado una vez, abogado, con cédula de identidad número 1-503-979, vecino de Curridabat, en su condición de apoderado generalísimo sin límite de suma de FACTOREO MERCANTIL, SOCIEDAD ANÓNIMA; contra el ESTADO, representado por la Procuradora Adjunta Georgina Inés Cháves Olarte, de calidades no conocidas. 

RESULTANDO: 

1- Que fijada la cuantía de este asunto en la suma de dos millones de colones (¢ 2.000.000.00), con base en los hechos que se exponen y citas legales aducidas, el proceso se formula para que en sentencia: "se revoque la Sentencia de la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo, No. 497-2005-P, de las 12 horas del 27 de octubre del 2005" (folio 117). 

2.-

Que la representación del Estado contestó en forma negativa la demanda, por lo que solicitó declararla sin lugar, y la condenatoria al actor de ambas costas del proceso, así como al de los intereses sobre costas, para lo cual opuso las excepciones de falta de derecho y la genérica sine actione agit (folio 135). 

3.-

Que en los procedimientos se han observado las prescripciones de rigor, sin que se noten causales de nulidad susceptibles de invalidar lo actuado, y se dicta sentencia, previa deliberación; y, 

Redacta la Juez Fernández Brenes; y, 

CONSIDERANDO: 

IV.-

DE LA MOTIVACIÓN COMO ELEMENTO ESENCIAL DE LA ACTUACIÓN FORMAL DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA.- 

El primer motivo de impugnación es la falta de fundamentación e incongruencia de la resolución administrativa impugnada. En efecto, cabe advertir que la existencia y validez de todo acto administrativo depende de la concurrencia de varios elementos esenciales, impuestos por el ordenamiento jurídico, que para una mayor comprensión, pueden clasificarse en materiales, relativos a los elementos subjetivos (competencia, legitimación e investidura), objetivos (fin, contenido y motivo -artículos 131, 132 y 133 de la Ley General de la Administración Pública y 49 de la Constitución Política) y formales, comprensivos de los forma en que se adopta el acto, sea, el medio de expresión o manifestación (instrumentación), la motivación o fundamentación (artículo 136 de la citada Ley General) y el procedimiento seguido para su adopción (artículos 214 y 308 de la Ley General de la Administración Pública y 39 y 41 de la Constitución). La motivación consiste 

"... en una declaración de cuáles son las circunstancias de hecho y de derecho que han llevado a la respectiva administración pública al dictado o emanación del acto administrativo. La motivación es la expresión formal del motivo y, normalmente, en cualquier resolución administrativa, está contenida en los denominados 'considerandos' -parte considerativa-. La motivación, al consistir en una enunciación de los hechos y del fundamento jurídico que la administración pública tuvo en cuenta para emitir su decisión o voluntad, constituye un medio de prueba de la intencionalidad de esta y una pauta indispensable para interpretar y aplicar el respectivo acto administrativo." (JINESTA LOBO, Ernesto. Tratado de Derecho Administrativo. Tomo I. (Parte General). Biblioteca Jurídica Dike. Primera edición. Medellín, Colombia. 2002. p. 388.) 

De manera que la motivación debe determinar la aplicación de un concepto a las circunstancias de hecho singulares de que se trate (según desarrollo de la jurisprudencia española, propiamente en la sentencia del 18 de mayo de 1991, RA 4120, aceptando considerando de la apelada, que cita las SSTS de 23 de setiembre de 1969, RA 6078, y 7 de octubre de 1970, RA 4251, citado por el autor Marcos M. Fernando Pablo, en su obra La motivación del acto administrativo. (Editorial Tecnos, S. A. Madrid. 1993, página 190); es decir, se trata de una deción concreta, que liga los hechos con el sustento normativo; de manera que cuando hay una breve alusión a normas generales y hechos inespecíficos, se puede concluir que no hay aporte suficiente de justicación, en la medida en que de ellos no es posible deducir los elementos valorados por la autoridad gubernativa para tomar la decisión, lo cual adquiere la mayor trascendencia cuando se trata de actos limitativos o restrictivos de derechos subjetivos o en los que se impone una sanción al administrado. Por su contenido, se constituye en factor determinante del debido proceso y derecho de defensa, que tiene plena aplicación en el ámbito administrativo, según lo señaló la Sala Constitucional a partir de la sentencia 15-90, de las dieciséis horas cuarenta y cinco horas del cinco de enero de mil novecientos noventa, al enunciar los elementos mínimos de este principio constitucional 

"(...) a) Notificación al interesado del carácter y fines del procedimiento; b) derecho de ser oído, y oportunidad del interesado para presentar los argumentos y producir las pruebas que entienda pertinentes; c) oportunidad para el administrado de preparar su alegación, lo que incluye necesariamente el acceso a la información y a los antecedentes administrativos, vinculados con la cuestión de que se trate; ch) derecho del administrado de hacerse representar y asesorar por abogados, técnicos y otras personas calificadas; d) notificación adecuada de la decisión que dicta la administración y de los motivos en que ella se funde y e) derecho del interesado de recurrir la decisión dictada ..." (El resaltado no es del original.) 

Es por ello que al tenor del artículo 136 de la Ley General de la Administración Pública, resulta exigido para la Administración motivar los actos que imponen obligaciones; limiten, supriman o denieguen derechos subjetivos; resuelvan recursos; los que se dictan con separación del criterio seguido en actuaciones precedentes o del dictamen de los órganos consultivos; los que mantienen la ejecución del que es impugnado; los generales de carácter normativo (reglamentos) y los discrecionales de carácter general. Así, si no hay motivación, se incurre en un vicio de forma que afecta gravemente el acto, viciándolo de nulidad absoluta. 

V.-

DE LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN NÚMERO 497-2005-P DE LA SALA PRIMERA DEL TRIBUNAL FISCAL ADMINISTRATIVO.- 

En el caso en estudio, se acusa la falta de motivación de la resolución recurrida, por cuanto se hace una transcripción literal de otra del mismo órgano decisor (Tribunal Fiscal Administrativo). Al respecto debe hacerse la observación que esta infracción está estrechamente vinculada con la otra acusada, esto es su incongruencia, en tanto dicha copia literal lo que conllevó fue a que se resolvieran gestiones no opuestas por la gestionante (incidentes de litis pendencia, de litis consorcio pasivo necesario y de nulidad), así como se hiciese referencia a fechas, probanzas, conclusiones y alegatos que no corresponden a las defensas opuestas ante ese Tribunal por la actora, y tampoco se resolviesen todos y cada uno de los cinco alegatos de inconformidad planteados contra la resolución de la Dirección General de Tributación, Administración de Grandes Contribuyentes DT-10-R0270-02, de las doce horas diez minutos del veinte de diciembre del dos mil dos. En efecto, debe recordarse que, al tenor de lo dispuesto en el artículo 147 del Código de Normas y Procedimientos Tributarios, el legislador ha establecido como principio general -en materia procesal- la congruencia de todo toda resolución o fallo administrativo de contenido tributario con las pretensiones y alegatos formulados por el administrado, al exigir llenar los siguientes requisitos: 

"a) Enunciación del lugar y fecha; 

b) Indicación del tributo, del período fiscal correspondiente y, en su caso, del avalúo practicado; 

c) Apreciación de las pruebas y de las defensas alegadas; 

d) Fundamento de la decisión; 

e) Elementos de determinación aplicados, en caso de estimación sobre la base presunta; 

f) Determinación de los montos exigibles por tributos. " 

Es así como el sujeto activo de la pretensión es quien -de antemano-, fija los límites dentro de los cuales debe resolver la Administración, la que no puede omitir pronunciamiento sobre todos y cada uno de los puntos traídos a debate, porque de lo contrario se incurre en incongruencia, la cual ha sido definida en la jurisprudencia contenciosa de la siguiente manera: 

"... consiste en la falta de relación entre lo pedido y lo resuelto, relativamente a las partes, al objeto o a la causa; ésta la constituyen los hechos.- No se da entonces la incongruencia por las contradicciones que puedan resultar por ejemplo entre los hechos probados o no probados y los pronunciamientos, o entre éstos y las apreciaciones de fondo; en tal situación lo más que podría hacer sería una defectuosa motivación del fallo, que es cuestión de otra índole, concretamente del recurso de casación por el fondo, por error de hecho o de derecho en la apreciación de la prueba.- Dicho de otro modo, no hay incongruencia entre las consideraciones de la sentencia y lo resuelto en la parte dispositiva. Finalmente, la sentencia puede otorgar todo lo pedido, como denegarlo todo, y si puede esto último, con igual o mayor razón puede conceder sólo una parte, y en ninguno de esos casos se incurre en incongruencia; ésta se daría si se otorgara más de lo pedido o fuera de lo pedido, que es lo que se denomina ultra petita y extra petita." (Sentencia de la Sala Primera de la Corte Suprema de Justicia número 35-91, de las quince horas del veintidós de marzo de mil novecientos noventa y uno). 

Es así como se constituye en una obligación procesal de acatamiento ineludible la debida correspondencia entre lo solicitado por el actor en la demanda y lo resuelto por el órgano administrativo, la cual debe ser cumplida de conformidad con la norma legal transcrita, y en aplicación, en forma subsidiaria, de lo dispuesto en los artículos 99, 153 y 155 del Código Procesal Civil. Esta rigurosidad en las formalidades no es un capricho del legislador, sino que tienen su fundamento en la finalidad de que no queden puntos sin resolver, oscuros o contradictorios; de manera que las resoluciones no se dicten antojadizamente por la Administración, sino conforme a un formato previamente establecido en una norma de rango legal, según se anotó. Los diversos alegatos debatidos en el expediente administrativo deben ser resueltos en forma clara y fundamentada, sin que puedan existir contradicciones dentro del fallo; cada párrafo debe ir señalado con un número que lo identifique, expresarse los hechos tenidos por probados, con la debida indicación de los folios respectivos del expediente que lo respalde, y por supuesto, la resolución debe estar debidamente motivada, según se indicó, de tal suerte, que la parte dispositiva tiene que coincidir en todo con la parte considerativa, esto es, con las consideraciones de fondo dadas, sin que exista contradicción alguna entre ambas partes. 

V.-

Cabe advertir que no es sólo en las instancias jurisdiccionales que debe darse cabal cumplimiento a las garantías y elementos que conforman el debido proceso -que derivan de las garantías establecidas en los artículos 35, 36, 37, 38, 39, 40, 41 y 42 de la Constitución Política-, sino que son de acatamiento obligatorio en los procedimientos administrativos sancionatorios, como lo ha considerado en forma reiterada la jurisprudencia de la Sala Constitucional (en tal sentido, entre otras, se pueden consultar las sentencias números 15-90, 3433-93, 3929-95, 1484-96, 5516-96 y 2003-13140), precisamente en atención a que en ellos puede imponerse una obligación, suprimirse o denegarse un derecho subjetivo o interés legítimo, o una sanción administrativa (de suspensión, destitución, económica, etc.), las cuales ostentan naturaleza punitiva. Es así como este Tribunal constata las dos infracciones alegadas, en tanto, la resolución que se impugna consta de un único Considerando que inicia de la siguiente manera: 

"Este Tribunal se ha pronunciado en forma reiterada en casos similares al presente, en los cuales se ha tratad de inversionistas adquirentes en acciones en "HOTELERA BONANZA, S.A.", motivo por el cual se transcribe en lo que interesa lo resuelto en aquella oportunidad: ..."

; 

y a continuación hace una copia literal de la resolución número 395-2005, de las doce horas del trece de setiembre del dos mil cinco, en la que resuelve las excepciones de litis pendencia, litis consorcio pasivo necesario, un incidente de nulidad, hace referencia a la aplicación del principio interpretativo en materia tributaria de la realidad económica y finalmente, se ocupa de la obligación de fiscalización a cargo de la inversionista en el destino que la sociedad da a esos dineros, todo lo anterior, en relación a otro asunto que conoció esa instancia, y conforme a los alegatos dados en esa oportunidad. Posteriormente, la indicada resolución concluye, con la siguiente nota: 

"Por tratarse, en el caso de análisis de un caso similar al transcrito, procede igualmente confirmarlo en todos sus extremos conforme lo resuelto por la Dirección General de Tributación, debiendo en consecuencia declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto. 

POR TANTO: 

Se declaran sin lugar las excepciones y el incidente de nulidad interpuestos. Se confirma la resolución recurrida. Se declara agotada la vía administrativa. Comuníquese. " 

Nótese que no hay una enunciación de hechos tenidos por probados que hagan referencia al caso concreto, ni siquiera de los alegatos y defensas opuestas por la gestionante ante ese Tribunal; así como tampoco un análisis individualizado de cada uno de ellos. Es lo cierto que no es un error el sustentarse en antecedentes jurisprudenciales o administrativos, en tanto éstos sirvan de fundamento de la decisión adoptada, pero no basta por sí misma una transcripción literal si no hay siquiera identificación o determinación de los motivos del recurso que se resuelve; con lo cual, es evidente la falta de motivación de esta resolución, por cuanto no puede entenderse debidamente sustentado y resuelto un recurso si éste se hace a partir de una remisión, ya no sólo implícita, sino literal a otras decisiones de la autoridad administrativa, con omisión absoluta a los argumentos concretos e individualizados del gestor de la impugnación. Además, este error conllevó a la incongruencia, en tanto le resolvieron gestiones no opuestas; y no las que había formulado; sin que sea posible aseverar -como lo hace la representante de la Procuraduría General de la República- de que se trata de "simples errores materiales", en tanto los mismos están circunscritos exclusivamente asuntos aritméticos o de hecho, como lo prevé el artículo 157 de la Ley General de la Administración Pública. De igual suerte, debe rechazarse el criterio que estima que los yerros cometidos en la resolución administrativa que se impugna -497-2005-P, dictada por la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo, a las doce horas del veintisiete de octubre del dos mil cinco- fueron subsanados en la número 571-2005-P, de la misma instancia, a las nueve horas del cinco de diciembre siguiente, en la que rechaza ad portas las gestiones de adición y aclaración formuladas por la aquí actora, al considerar que debe tenerse a ambas decisiones como una unidad -según criterio del Estado-, por cuanto únicamente se analiza el alegado quebranto del principio de igualdad, más no el resto de los demás agravios opuestos, toda vez que resulta improcedente asimilar la presentación de excepciones y del incidente de nulidad -resueltos en la primera-, del contenido del escrito de defensa, la identidad de las partes o por tratarse del mismo abogado, porque se insiste, los mismos no fueron formulados, y no se resolvieron todas las defensas opuestas. 

VII.-

DE LAS EXCEPCIONES.- La representación del Estado opuso como defensas de fondo la excepción de falta de derecho, falta de legitimación activa y pasiva y la genérica sine actione agit. Al respecto, interesa resaltar que la denominada genérica “sine actione agit”, está conformada por las defensas de falta de legitimación (activa y pasiva), falta de interés y falta de derecho, que constituyen los presupuestos de fondo para la resolución de toda demanda; por lo que se analizan en un orden riguroso, a saber, según se han enunciado. En cuanto a la primera, la misma debe ser rechazada en su doble modalidad, toda vez que en este proceso se analiza una relación jurídico- administrativa en la que participan las dos partes intervinientes en este proceso, sea, la sociedad actora, en este caso, FACTOREO MERCANTIL, S.A., a la que la Administración Tributaria (Dirección General de Tributación, Administración de Grandes Contribuyentes y Tribunal Fiscal Administrativo, quien actúa como jerarca impropio monofásico), le denegó el reconocimiento de un crédito fiscal con ocasión de la compra de acciones turísticas (en este caso, a la empresa Hotelera Bonanza, S.A.) en la declaración del impuesto de la renta en el período fiscal de mil novecientos noventa y ocho. De igual modo, debe ser rechazada la defensa de falta de interés, por cuanto es evidente que el asunto reviste de actualidad para las partes involucradas en este proceso, en particular, para la actora, en la expectativa de la recuperación de lo pagado. Por último, en atención a las razones dadas en los anteriores Considerandos, al declararse la nulidad requerida, igualmente debe de denegarse la excepción de falta de derecho. 

VIII .-

DE LAS COSTAS.- No obstante que la gestionante no requiere en forma expresa la condenatoria en costas a la demandada, es lo cierto que al tenor de lo dispuesto en el párrafo cuarto del artículo 221 del Código Procesal Civil, de aplicación supletoria como lo permite el artículo 103 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, su pronunciamiento debe hacerse de oficio; y conforme a lo dispuesto en el párrafo primero del citado numeral, se debe condenar al vencido al pago de las costas personales y procesales, sin que se estimen en la especie que se den ninguno de los supuestos establecidos en el artículo 98 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, que permiten exonerar esta condenatoria. 

POR TANTO: 

Se rechazan las excepciones de falta de legitimación activa y pasiva y de interés, comprensivas de la genérica sine actione agit, y la de falta de derecho, opuestas por la representación del Estado. En consecuencia, se declara con lugar la demanda interpuesta, anulándose la resolución número 497-2005-P, dictada por la Sala Primera del Tribunal Fiscal Administrativo, a las doce horas del veintisiete de octubre del dos mil cinco. Son las costas a cargo de la demandada. Firme esta sentencia, devuélvase este expediente al Tribunal Fiscal Administrativo para que resuelva conforme a derecho corresponde, la apelación formulada por la empresa Factoreo Mercantil, S.A. contra la resolución de la Dirección General de Tributación, Administración de Grandes Contribuyentes DT-10-R0270-02, de las doce horas diez minutos del veinte de diciembre del dos mil dos, y agote la vía administrativa. 
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